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arto 152 de la Ley de Procedimiento Laboral. por infracción de
normas e",nciales del procedimiento, ~dasen los arts. 11 y 120
de esta Ley; al amparo del párrafo 2.. del art. 152 de la misma
disposición, pretendiéndose la revisión de los hechos declarados
probadOS; y, finalmente, al amparo del art. 152.1 de la citada LPL,
por infracCión de diversos articulos de la Ley General de la
Seguridad Social y de la Ordenanza General de Seguridad e Higiene
en el TraillIio.

El Tribunal Central de TraillIio contestó a la pretensión de la
recurrente mediante Auto de 11 de abril. cu)'o tenor literal '"
reproduce en los antecedentes, y del que '" desprende, por una
parte que el órgano jurúdic<:ional incurre en evidente error en
cuanto a la naturaleza de la condena recurnda, por cuanto 9ue
afLmUl que el litigio versaba sobre una pretensión de «modificación
de la invalidez reconoci~ pidiendo se .le ~lare afecto de una
invalidez permanente absoluta» cuando (como resulta de las
actuaciones y del mismo auto posterior del TCT) la demanda (y, en
consecuencia, la condena dietada contra la· recurrente) versaba
sobre UDa cuestión claramente distinta. como era «el incremento
del 30 por 100 de las prestaciones otorgadas al actor sobre la
pensión '}.ue por incapaCldad perrp,anente total le fue reconocida»
(dicción bteral del Auto del TCT de I de julio de 1985).

5. Por otro lado, si bien en el referido Anto. de 17 de abril de
1985. '" aduce como causa de inadmisibilidad el no alcanzar la
cuantía litigiosa cllímite previsto como necesario por el art. 153 de
la LPL, no se hace referencia de ningún tipo al primer motivo
aducido en el recurso de suplicación, referente a la presencia de
mfracciones de normas esenciales del procedimiento.

Este 'último punto debe ser tenido en cuen~ a los efectos del
presente recurso, por cuanto que si bien el mencionado art. 153 de
la Ley de Procedimiento Laboral prevé que procederá el recurso de
suplicación frente a Sentencias dictadas en reclamaciones cuya
cuantía litigiosa sea superior a determinada cantidad, no es menos
cieno que el mismo aniculo establece excepciones a tal regla. de
forma Que no será aplicable la inadmisión por razón de la cuantía
en varios supuestos, uno de los cuales lo constituyen los recursos
Que tengan por objeto subsanar una falta esencial de procedimiento
(ap. 3). El recurso de que tratamos se interp,uso; como se indicó,
fundado en divenos motivos, uno de los cuales -el primero- se
referia a la presencia de tales faltas o defectos "",nciales de
procedimiento; por lo que la insuficiencia de la cuantía litigiosa, si
bien podía ser explicación suficiente para la inadmisión de la
suplicación respecto a los otros" dos motivos, no lo era. por
imperativo legal, respecto del primero. En consecuencia, quedó sin
explicar, en el auto impugnado, si se inadmitía también ese motivo,
)" por qué. Al error, pues, sufrido en relación con el objeto general
del recurso vino a unirse, por tanto, la no contestación respecto a
uno de sus extremos que quedó, por tanto, sin resolver.

6. A la vista de lo lDdicado. es forzoso convenir con el
Ministerio Fiscal en que la resolución de que tratamos ~dolece de
manifiesta incongruencia, y en puntos esenciales, respecto de lo
pedido en el recurso. Por una parte, porque, debido al manifiesto
error en que el Auto de 17 de abril lDCurre respecto al contenido
de la Sentencia que se ·impu¡na, Y" con ello respecto al mismo
objeto de la pretensión (como reconoce incluso la representación de
la señora Patiño Rullo, que ha comparecido en el presente proceso
oponiéndose a la conceSIón del amparo) es patente que el Tribunal
al resolver la ¡nadmisión no ha dado una respuesta a lo planteado
en el recurso, ya que se ha pronunciado sobre otra (inexistente)
pretensión, planteada en otros términos. Pero también, junto a esta
inCOngruencia por error. debe al?reciarse una incongruencia por
omisión. al no contestar al mollvo de suplicación. aun cuando
fuere para decidir su inadmisión. basado en el arto 153.3 de la LPL,
motivo que, "'gún se indicó,. exi¡ía una respuesta difurenciada de
la referente a los demás motlvos, al no ",rle aplicable la insuficien·
cia de cuantía litigiosa como causa de inadmisióa .

7. El Auto dietado posteriormente el 1 de julio de 1985 por el
mismo Tribunal Central de Tr~o. vino, efectivamente, a corregir
y revisar, al contestar al recurso de súplica, los errores y omisiones
contenidos en su resolución de 17 de abril Primeramente. especi-

7420 Sala Sepnda. Recurso de amporo 1fÚm. 165//9116.
SentencIa 1fÚm. 19/1987, de 6 de marzo. .

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por
dona Gloria Begué Cantón, Presidenta, don Angel latorre Segura,
don Carlos de la V.... Bonayas, don Jesús Leguina Villa y don Luis
lópez Guerra, Maglstrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

. SENTENCIA··

En el recurso núm. 265/1986. promovído por don José María
Dill. Gutiérrez. don José Martin de la Sierra y Ams, don Juan

fica que la demanda 0ri&inaJ versaba sobre un incremento de
prestaciones (y no sobre modificación del tipo de invalidez
reconocida, como se indicaba en esa resolución); y, además, hace
referencia explicita a motivos del recurso referentes a los alegados
defectos de procedimiento, a1izmando que las manifestaciones en
ellos efectuadas no son adecuadas «en el p"""nte momento
procesabo. Ahora bien, ha de destacarse que frente a estos pronun­
ciamientos del juzgador, la recurrente no tenla ya oportunidad
alguna de p"""ntar recuno o intentar remedio aJ&uno procesal,
como si la hubiera tenido de haberse efectuado tales pronuncia·
mi~ntos al inadmitirse el recurso de suplicación. Ocurre &si que la
recurrente se ha visto privada, en efecto, de una instancia procesal,
prevista en la ley, para hacer valer sus argumentos y razones; ya que
los defectos ",ñaJados del Auto de .t 7 de abril no permitieron a la
recurrente conocer la posición del Tribunal respecto a su preten...
sión, ni las razones para la inadmisión del recurso de sUPlicación,
razones que sólo pudo conocer (y por ende, estar en condiciones de
refutar) al contestarse a un recurso de súplica, cuando ya no le
quedaba VÍa procesal alguna. En este respecto, pues, procede
estimar que '" ha privado al recurrente de la tutelajudicial efectiva,
y en consecuencia, concederle el amparo que solicita.

8. No resulta, sinem~ el amparo procedente en lo que se
refiere al último motivo aduCIdo en la demanda, esto es, la alegada
defectuosa determinación de la cuantía del litigio por parte del
Tribunal Central de Trabajo, que, pnrtíendo de una tnterprétación
de lo dispuesto en el 3rt. 178 de la LPL, que no puede taehaJ'se de
infundada, arbitraria o irrazonable, ha llevado a cabo esa determi.
nación computando como ba5C para su cálculo la cuantla de la
prestación anual, de acuerdo con un criterio seguido anteriormente
por dicho Tribunal Este, pues, ha interpretado la legalidad en
cumplimiento de las atribuciones que a Jueces y Tribunales de la
jurisdicción ordinaria encomienda en exclusividad el art. 117.3 de
la c.E., sin que proceda que este Tribunal Constitucional entre a
conocer, con ocasión de un recurso de amparo. de materias ajenas
a la protección de derechos fundamentales, como es la revisión de
los criterios interpretativos de los órganos jurisdiccionales, fundán·
do", en el desacuerdo de una de las partes.

9. Procede concluir de todo lo expoesto, en consecuencia, que
el Auto de 17 de abril de 1985 vulneró el derecho a la tutela judicial
de la empresa hoy recurrente; por lo que la concesión del amparo
solicitado debe circunscribirse a tal resoloción. y a la confirmatoria
posterior, al objeto de que el Tribunal Central de Trabajo diete otra
nueva, admitiendo el recurso planteado o explicitando las razones
para su inadmisión, respecto· a los distintol motivos del recurso,
reponiendo así a la' recurrente en· su derecho a la tutela judicial
efectiva.

FALLO.
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,

POR LA AUTORIDAD QUE J,E CONFIERE LA CONSTlTU·
CION DE LA NAOON El;PANOLA

Ha decidido:
1.0 Otorgar parcialmente el amparo solicitado, y, en conso­

cuencia:
a) Declarar la nulidad del Auto de 17 de abril de 1985 del

Tribunal Central de TraillIio, por contravenir lo dispuesto en el art.
24.1 de la c.E. Asimismo, declarar la nulidad del Auto del mismo
Tribunal de 1 de julio de 1985, confirmatorio del anterior.

b) Reconocer el derecho de la recurrente a obtener una
decisión del Tribunal Central de Trabajo respecto del recurso de
suplicación formalizado, bien declarando su admisión, bien indi­
cando las razones para su inadmisión. en cuanto a los diversos
motivos del recurso. .

2.0 Desestimar el recurso en todo lo demás.
Publiqu"", esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».
Dada en Madrid, cinco de marzo de mil novecientos ochenta y

SÍete.-Gloria llegué Cantón.-Angellatorre SellUra.-Femando Gar·
cía·Mon y González·Regueral.-Carlos de la ~ega Bonayas.-Jesús
Leguina Villa.-Luis López Guerra.-Ftrmado y rubricado.

Antonio Jiménez Rodriguez, don Vicente Sancho Artola y don
Manuel Trenzado Ruiz, ¡eptesentados por el Procurador de los
Tribunales don Luis Estrugo Muño'z y asistidos del Letrado don
Ramón Parada, contra Acuerdo de la Comisión Permanente del
Consejo General del Poder Judicial, de 12 de abril de I98S,
confirmado por Sentencia de la Sala Tercera del Tn"unal Suprerne
de 7 de febrero de 1986. Han comparecido el Ministerio FISCal y el
Letrado del Estado, y ha sido Ponente el Magistrado don Carlos de
la Vega Bonayas, quien expresa el parecer de la Sala. . .

. L ANTECEDENTES .
1. Por escrito que lnva eDlrada .... _ Tnllunal el lO de

marzo de 1986, el Procurador don Luis Estrugo Mudoz, en nombre
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de don José Maria Dilla Gutiérrez. doo José Martín de la Sierra y
Arcis. don Juan Antonio Jiménez Rodríguez, don Vicente Sancho
Anola y don Manuel Trenzado Ruiz, interpone recurso de amparo,
con base en las alegaciones de hecho y de Derecho que a
continuación se resumen.

2. Los recurrentes pasaron a ocupar plazas no escalafonadas
en la plantilla de Facultativos del Consejo General del Poder
Judicial. en virtud de concursos realizados en 1981, 1982 Y 1983
entre miembros de las Carreras Judicial y Fiscal, Cuerpos Técnicos
Especiales dependientes del Ministerio de Justicia y Cuerpos de
secretarios Judiciales, quedando en situación de supernumerario
en sus Cuerpos de procedencia.

Por acuerdo del Pleno del Consejo General, de 22 de julio de
t981, se estableció para todos los Facultativos del ntismo un solo
sueldo, calculado sob", el índice 4, que es el correspondiente a la
categoría de Magistrado, «dada la unidad de funciones que tienen
atribuidas», que son las de estudio, informe y propuesta, relativas
a las competencias del Consejo u otras de carácter administrativo
superior que se les encomienda (ar\. 214 del Reglamento de
OrganizaCIón y Funcionamiento del Consejo, de 6 de octubre de
1992). En el anteproyecto de p....upuesto del Consejo se incluyó
esta equiparación de sueldo, calculándose los trienios de tales
f\1ncionanos con base en el sueldo asignado al Cuerpo de proceden­
CUl y estableciendo un complemento por especial responsabilidad y
otros de dedicación absoluta, en cuantía úruca e igual para todos los
Facultativos, y un complemento de destino, de acuerdo con el
puesto de plantilla ocupado en el Consejo.

Dicho sueldo y retribuciones complementarias fueron incluidos
en los P",supuestos Generales del Estado para 1982, 1983 Y 1984.
Sin embarso, el ar\. 16 de la Ley S0/1984, de Pnosupuestos para
1985, establecía para los funcionarios de la Administración de
Justicia destinados como Facultativos en el Consejo General del
Poder Judicial, las siguientes retribuciones: Como básicas, las
propias de su Carrera o Cuerpo y categoría, según lo dispuesto en
las Leyes 17/1980, de 24 de abril; 31/1981, de 1 de julio, Y4S/1983,
de 29 de diciembre; como complementarias las derivadas de los
ans. S del Real Decn:to 3233/1983, de 21 de diciemb"" en función
de las Csrreras, Cuerpos Ycates0n.. a las que pertenezcan, y 6, 7

J 9 del citado Real Decreto para los funCIonarios destinados en
uz",dos de Instrucción de Madrid; precisándose que a los funcio­

nanos que experimentasen una reducción de las retribuciones
percibidas en 1984 se les asignaría un complemento personal
transitorio, absorbido por cualquier mejora retributiva posterior.

Contra la liquidación de habe.... de enero, feb",ro y marzo de
1985 formularon los hoy recurrentes reclamación ante el Consejo
General del Poder Judicial, solicitando la n:ctificación de las
mismas en aplicación de las que venían percibiendo desde diciem­
b", de 1984, con el in=mento del 6,S por 100 señalado en el ar\.
10 de dicha Ley S0/1984 para todos los funcionarios. La Comisión
Permanente del Consejo, en su ",unión de 12 de abril de 1985,
acordó desestimar la reclamación, confirmando dicho Acuerdo el
Pleno del Consejo, en alZada, el dia 12 de julio del ntismo año.

Contra .esta _resolución interpusieron los demandantes de
amparo recurso contencioso--administrativo por el cauce de la Ley
62/197S, de 26 de diciemb"" que fue desestimado por Sentencia de
la Sala Tercera del Tribunal Sup",mo de 7 de feb",ro de 1986.

3.. La 'fisura de Facultativo del Consejo General del Poder
JudICIal, creada por el Reglamento de Personal del propio Consejo,
aprobado el 6 de mayo dO 1981, acota, sesún los recurrentes, una
funci.ón administrativa nueva, dotada de un contenido profesional
propIO y muy distinto al de las funciones de los Jueces y Sec",tarios
de los Cuerpos de ori¡en y con una cobertura estatutaria peculiar,­
sesún se infie", del contenido del título II del precitado Re$la.
mento, como prueban no sólo las normas sobre acceso y extinCIón
de la relación ·de servicios de los ·Facultativos, remuneraciones e
incompatibilidades o la situación de su~mumerario en .que
qUe<!lln en sus Cuerpos de ori¡en, sino también la imposibilidad de
los mISmos de aceeder al cargo de Vocales del Consejo General del
Poder Judicial (ar\. 16.3 de la Ley Orgánica 1/1980 y ano 112 de la
vigente Ley Orsánica 6/198S).

En este sentido, dicen los recurrentes, el art. 16 de la Ley
SO/l984, en el particular ",Iativo a las ",tribuciones señaladas a los
Facultativos del Consejo, viola el principio de igualdad consagrado
en el ar\. 14 en concordancia con el 23, ambos de la Constitución.
En efecto, añaden, de la Ley 30/1984, de 2 de agosto de Medidas
para la Reforma de la Función Pública, se deducen laS siguientes
reglas generales en ",lación con el principio de i¡uaIdad constitu­
cional: A i¡ualdad de titulas, i&uaJdad 'de "'tnbuciones básicas; a
iSUS1dad de trabajo desempeñaao, i¡ualdad de notribuciones com­
plementarias. Estos principios han tenido reflejo inmediato en el
ar\. 24.2 de la Ley SO/1984, de Pnosupuestos, de 30 de diciembre,
donde se declara que «en los casos de adscripción de un funcionario
sujeto a un régimen retributivo distinto al correspondiente al

pues1.~ ~e trabajo al que se adscr:ibe, aquél percibirá las retn'::ucio·
nes ~aslcas y las complementanas correspondientes al puesto de
trabajo que se desempeñe». En definitiva, se ha puesto fin al
tradicional sistema retributivo de la Administración española, en el
que ha prevalecido lo que el funcionario era -el Cuerpo o Carrera
a que penenecía- sobre el cometido o actividad desarrollada
-puesto de trabajo-o Por eso es discriminatorio aplicar a unos u
otros Facultativos del Consejo General del Poder Judicial distintas
remuneraciones en atención al Cuerpo de procedencia, cuando
desem~ñan las mismas funciones, rompiendo además un régimen
consohdado durante cuatro años, ya que ello significa una nonna
ad personam referida a un solo colectivo de funcionarios los
Secretarios de la Administración de Justicia. Tal desigualdad de
tr~to carece de. todo fundam~nto razonab!e, ~r lo que, según la
~Iterada doctnna de este Tnbunal Constitucional que se cita, el
Citado arto 16 Y los actos de aplicación recurridos infringen el
derecho a la isualdad juridica.

4. En consecuencia, se solicita de este Tribunal que declare la
nulidad del acto objeto de recurso -el Acuerdo de la Comisión
Permanente del Consejo General del Poder Judicial, de 12 de abril
de 1985, a que se ha hecho referencia-, reconozca el derecho de los
interesados a· no ser discriminados respecto de los restantes
Facultativos del Consejo en su régimen retributivo y restablezca a
los mismos en el disfrute del derecho a la igualdad, mediante el
abono de las retribuciones que venían percibiendo a 31 de octubre
de 1984, Can los incrementos legales señalados en las posteriores
Leyes de Presupuestos Generales del Estado, valorando los trienios
que por 105 años de antigüedad se sirvan en dicho cargo, confonne
al coeficiente o indice multiplicador 4.

5. Por providencia de la Sección Cuana de este Tribunal
Constitucional, de fecha 3 de abril de 1986, se acuerda tener por
interpuesto recurso de amparo por don José María Dilla Gutiérrez
y cuatro más y por personado y parte en nombre y representación
de los mismos al Procurador de los Tribunales señor [strugo
Muñol. Asimismo, se les hace saber a los citados recurrentes que
en el plazo de diez días pueden subsanar el motivo de inadmisión
de no haber acompañado con la demanda copia, traslado o
certificación de los Acuerdos del Consejo General del Poder
Judicial que se impugnan y de la Sentencia dietada por la Sala
Tercera del Tribunal Sup",mo en 7 de feb",ro de 1986 [arto 50.1 b),
en relación con el art. 49.2 b), de la LOTe].

6. Por nueva providencia de 28 de mayo de 1986 se aC"uerda
tener por recibidos los documentos solicitados en la providencia
anterior de 3 de abril de 1986. Y a tenor de lo dispuesto en el ano
SI de la LOTC se ",quie", al Tribunal Supremo para que dentro
del plazo de diez días remita testimonio del recurso contencioso­
administrativo núm. 185/1985, seguido ante la Sala Tercera,
interesándose al propio tiempo se emplace a quienes fueron parte
en el mencionado procedimiento con excepción de los recurrentes.

7. Con fecha 16 de julio de 198ó, la Sección dicta nueva
providencia acordando tener por recibida comunicación del Con·
sejo General del Poder Judicial y las actuaciones de la Sala Tercera
del Tribunal Sup",mo. Se tiene por personado y parte al Letrado
del Estado en el presente recurso. Y observándose que no se
acompaña a las actuaciones remitidas la totalidad del expediente
administrativo instruido por el referido Consejo General, se
concede un plazo de diez dias para que se remita la totalidad de las
actuaciones que figuren en el citado procedimiento administrativo.

8. Por providencia de 17 de septiembre de 1986, la Sección
Cuarta acuerda tener por recibido el expediente administrativo
remitido por el Consejo General del Poder Judicial. Y se concede
un plazo común de veinte días al Ministerio Fiscal, al Letrado del
Estad~ y a los solicitantes del amparo, para que, a la vista de las
.actuaCiones, aleguen lo que a su derecho convenga.

9. El Letrado del Estado comienza por decir que el recurso
promovido parte de la suposición de que los recurrentes han
experimentado una lesión directa en su derecho constitucional a la
igualdad al existir un trato diferenciado entre los miembros del
personal Facultativo adscrito al Consejo General del Poder Judi­
cial, al tomar en consideración a efectos retributivos los Cuerpos de
procedencia de cada una de las distintas personas que integran al
expresado personal Facultativo.

Ahora bien, los recurrentes imputan directamente esta lesión al
art.16 de la Ley SO/l984, que es el precepto regulador de ¡as
retnbuclones báSicas y complementarias de dicho personal. Pero la
Ley dispone de amplísimas facultades ollAnizativas, y no hay razón
para en~ender que aquélla se encuc;;ntra vlDCUlada aprioristicamente
a, un cnterio determinado como el de la igualdad de las retribu­
CIOnes.

l.a -demanda, añade el Letrado del Estado, recuerda que los
Facultativos del Consejo General del Poder Judicial desempeñan
funciones de estudio, informe y propuesta relativas a las competen~
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cias del Consejo u otras de carácter administrativo superior que se
les encomiendan. Es cieno que estas funciones se enuncian en
términos muy amplios y que se muestran muy distintas entre sL En
lo que no esta de acuerdo es en la conclusión que la demanda extrae
sobre la homogeneidad e i¡ualdad de funciones entre los Facultati­
vos y la ausencia de toda vinculación de estas funciones a la
procedencia profesional de los Facuhativos, ya que la referida
amplitud de funciones permitirla afirmar que lo que se ha
pretendido en la regulación nonnativa de la materia es dotar a unas
funciones complejUJ heterogéneas con penonal Facultativo de
distinta procedencia objeto ae cubrir con distintas especialidades
técnicas la propia diversidad funcional de los servicios qucle
pretenden dotar. No es idéntica una función de informe a una
función organizativa o administrativa superior. La redacción del
arto 214 del ResIamento de 6 de octubre de 1982. no lleva. pues, a
la conclusión de la homogeneidad de funciones, sino todo lo
contrario: A la heterogeneidad de las funciones técnicas· de los
Facultativos y a la convicción de que 10 que realmente se ha
pretendido con la diversificación de titulos profesionales para
acceder a tales funciones es precisamente aprovechar aptitudes y
experiencias diversas para cubrir adecuadamente unas funciones
heterogéneas.

Cierto es, indica el Letrado del Estado. que desde un punto de
vista organizativo de los distintos poderes del Estado. el personal
Facultativo se ubica dentro del órgano que encarna el gobierno del
I'oder Judicial y que tiene una proyección distinta y bien diferen­
ciada de las que descmpcilan los órganos judiciales o administrati­
vos. Ahora bien, de la misma manera que puede afirmarse la
«novedad» de la función desde el punto de vista de la orpnización
de los poderes del Estado, no puede decirse lo mismo desde el
punto de vista del tipo de trabajo técnico llamado a desempeñar
por los Facultativos.

Por otro lado, desde un punto de vista funciona~ lo importante
es la procedencia de alguna de 1.. carreras señaladas y no el
mecanismo formal de: selección. Con esto queda más que justifi·
cado, que 10 pretendido es aprovechar los conocimientos y expe­
riencias profesionales de determinadas y diversas titulaciones
profesionales a los que se reconoce sin mayores pruebas ni
condiciones complementarias., aptitud suficiente para desempeñar
dichos puestos de trabajo.

La demanda se esfuerza en demostrar, sigue el Letrado. que la
Ley 50/1984 se encuentra en contradicción con la filosofia y
principio del sistema retributivo articulado por la Ley 30/1984 y
en particular con el arto 24.2 de la propia Ley 50/1984 que para íos
ca~s d.e ad~o:iPCión de un fun~ionario sujeto a un régimem
retnbutIvo dIStInto del correspondiente al puesto de trabajo al que
se le adscribe ordena percibu las correspondientes al puesto de
trabajo que desempeña. ,

Sin embargo, la Ley Orgánica del Poder Judicial. en el art. 146.3,
responde a distinto esquema organizativo al inicialmente vigente,
genera un nuevo status funcionarial que hace inviable la pretensión
de la demanda. Los Facultativos del Consejo General del Poder
Judicial no forman -como se pretende- UD CuerPo especial
diferenciado, sino que constituye un simple destino más de las
distintas carreras de origen, conservando los adscritos al mismo la
'Situación de servicio activo en aquellas carreras.

Por eso finaliza diciendo que resulta innecesario abundar en la
cuestión de si se ha vulnerado o no el principio de igualdad. La Ley
ha igualado a los funcionarios en función del dato que se revela
cof!lo básico para el acceso: La carrera de oroeedencia., que
raCIonalmente resulta adecuado 8 la divenidad y &eterogeneidad de
las funciones desempeIladas por los Facultativos.

Termina solicitando quc se desestime el recurso.

10. El Fiscal. después de diversas consideraciones llCnerales,
oontienza por decir que la demanda, que hasta cierto momento
lintitaba su impugnaCIón al acuerdo, examina la Sentencia del TS.
y tras señalar que se cumplen los requisitos formales para su
unpugnación en esta sede, la tilda de incongruente, con infracción
de 10 dispuesto en el art. 24 c.E.. porque no da una respuesta a una
de las razones de desi¡ualdad que se denunció en el recurso ante la
jurisdicción ordinaria: Que la Ley de Presu\!:UCSlOO establece doa
~stemas retributivos, uno de remisión (a 101~~ de procedeD.
Cla) aplicable a los funcionarins de la Administraetón de Justicia y
otro e~co de los Facultativos conforme a lo. criterios presu­
puestanos del prol'i0 Consejo. según determinara el acuerdo del
Pleno de 22 de julio de 1981 a que se aludió en los antecedentes.
De esto se desprende. pese a las incohereneias de la demanda
reflejadas fundamentalmente en el suplico, que. tal como se recosla
en los «motivos de amparo», se recurren acuerdo y Sentencia, y que
al primero se le atribuye una desigualdad infractora del arto 14. en
tanto que a la SenteDCl8, DO obstante las referencias quc vuelvcn a
hacerse a la desigualdad, se le imputa inconaruencia que incumple
el deber de tutela judicial que el art. 24.1 impone a los Tribunales.

La demanda denuncia en la Sentencia que ha dejado de
pronunciarse sobre la tercera modalidad de desigualdad vista. El
fallo en tal caso es incon¡rucnte, lo que, sin mayores razonamien·
tos, se entiende por los recurrentes que iDftin¡e el art. 24.1 C.E. La
incongruencia supone, en términos utilizados repetidamente por
este Tribunal, por ejemplo. Sentencia 177/1985. F.J. 4,que no se
dé ",,1 ajuste o adecuación entre la parte dispositiva (del fiIl1o), y los
tmninos en que las partes han formulado sus pretensiones.•.• no
pudiéndose otorsar en la Sentencia más de lo pedido ni menos de
lo aceptado por el demandado ni ooneeder oosa diferente a lo
pedido», as! como tambitn (ibidem) la resolución del litigio
alterando los tmninos en que se desarrolló el debate contradictorio
con merma de la posibilidad de defenderse por la parte desfavore­
cida por la decisión. Esta es la ineonsruencia con dimensión
constItucional que tiene encaje en el att. 24.1 como lesiva del
derecbo que reconoce. La mera inconsruencia ¡ltocesa1, si no afecta
al derecho de defensa, no puede conducirse SIn más a una lesi6n
constitucional Por eso cuando «lo omitido por el juzgador es la
respuesta precisa a una alegación concreta, por importante que sea.
pero no la solución de la pretensión deducida.... podrá juzproe
acerca del mayor o menor risor de la respuesta, pero no cabe
afirmar que se baya prodUCl..do una deneaación de tutela, pues ésta
se ha dispensado, y motivadamente, al rechazar o conceder: lo
pedido por el p'articulllllO (Auto 20/1985. RoA. 697/1985). Por ello
no podrá justificadamente dcciroe que la Sentencia del TS. ha
incidido en inco'W"encia deneaatoria de tutela. Con mayor o
menor acierto anal1Z8 la desiJua1dad invocada para concluir en su
inexis~ncia. El que no .examJ.ne nominat(m alguno de los aspectos
de desisualdad denunciados, tal vez no e.puestos con gran ¡>rec}­
sión en la demanda oontenciosa, cuando B10balmente se enhende
que no se produce ninguna desigualdad, no hace incurrir al fallo en
incoherencia o inconsecuencia que haya originado indefensión a los
interesados, sin que. por otra parte, sea posible sostener que haya
dejado sin solución lo pretendido en el recurso.

. Examina a continuación el Fiscal el tema de fondo y al efecto
dice que la desigualdad que se denuncia se refiere a la diferente
retnl>ución de los Facultativos tras la Ley de Presupuestos para el
año 1985. Parece que hay que referirla a que los Secretarios, los
Facultativos procedentes de Secretarios de la Adntinistración de
Justicia, se ven desfavorecidos con relación al resto. fundamental­
mente los provenientes de la Magistratura. Hasta entonces todos
cobrahan por isuaL La nueva modalidad de remuneración les ba
supuesto una reducción respecto a lo que cobraban antes, compen~
soda con un complemento provisional que será. absorbido por·
cualquier mejora y, sobre todo, una disminución comparativa con
los de procedencia judicial. al instaurarse un sistema retributivo de .
remisión a lo que se percibe en las respectivas carreras de origen.
Los recurrentes consideran que a i¡ual función debe corresponder
una misma remuneración, según el razonable principio laboral con
independencia de la procedencia de Cuerpos, y que éste fue el
sistema inicialmente establecido y aplicado en los presupuestos de
los años 1982. 1983 Y 1984.
. Añade el Ftscal que la igualdad que impone el art. 14 C.E. no

es una il"a1dad material y absoluta, sino juridica y relativa, es
decir, que es un concepto de refcn:ncia. En el caso, puede tenerse
en cuenta que los Facultativoa son nombrados en atención a una
condición profesional (en lo que ahora interesa Jueces o Masistra­
dos y Secretarios judiciales); si de esa condición, que es objetiva y
~ consecuencias jurídicas propias, se extrae un criterio
remuneratorio especifico. no podrá afirmarse que la diversidad que
se establezca es arbitraria por in&zonable o inJustificada. y este fue
el sistema adoptado por el art. 16 de la Ley de Presupuésto. que se
cuestiona. La remuneración de los Facultativos. teniendo en cuenta
que no se trata de un Cuerpo funcionarial, sino de unas plazas no
escaIafonadas que son reclutadas no en oonvocatoria abierta a
todos, sino limitada entonees a funcionarin. judiciales superiores y
Letrados del Ministerio de Justicia, podla estableeene conforme al
sistema de igualdad para todos, a lo que no podría oponerse
ninguna objeción seria, o al de oonsiderar 01 Cuerpo de O~tL Si
el .Iador. en cuanto a los funcionarios de la Administración de
JUStlcia, opta por este sesundo sistema, parte de unas circunstan­
cias existentes que no permiten sostener que la diferencia retribu­
tiva sea carente de una ca_ que la justifique. En resumen, que hay
una causa objetiva y admisible, un ¡>!ÍnciPlOjuridico no creado por
la norma, sino ¡>Jeexistente -condición profesional de Iaspmonas­
que autoriza la diversa RIribución de que S<)D objeto los Sccrelarios
~'djcí'Jeey10& miembro& de la Carrera Judicial qüe iOD nombrados

8cuitativoo. Se II1&IIticne una diferencia que )'lI existe en lo.
CuerDoa de procedencia que son lo. tenidos ... cuenta para el
nombramiento de Facuhatlvoo. Consecuentemente, la~ de
remuneracióD entre loa reclamantes, procedentes del Cuerpo de
Sccrelarios, y los demU Facultativoa pertenecientes a la Camra
Judicial. unos y otros CIlCIIadradoa en la Administración de
Justicia, no ocasiona la dilcriminación que se denuneia por
aquéllos.



BOE núm. 71. Suplemento Martes 24 marzo 1987 35

Pero DO ocurre así respecto de los demás Facultativos, pues si
para la retribución de éstos se sigue un sistema de remisión cuando
se trata de funcionarios de la Administración de Justicia, cuya
bondad legal y constitucional no es atacable, carece de fundamento
objetivo que se mantenga otro sistema cuantitativamente más
favorable para los Facultativos de procedencia extrajudicial. Con·
viene observar, indica, que los Facultativos, entonces y ahora tras
la Ley Orgénica del Poder Judicial (art. 145), únicamente pueden
ser funcionarios de las Administraciones públicas, antes de la de
Justicia y del Ministerio de Justicia y abara de todas, lo que supone
que la remisión a los sueldos de procedencia puede mantenerse
igualmente para todos~ DO se está en el caso de Facultativos no
pertenecientes a la Administración. SiD ningún punto de referencia
para su retribución.. a 101 que habría que señalar un sistema de
sueldos propio.

Tras la Ley de Pre5upuestos, los Facultativos son retribuidos
conforme a un doble sistema de remisión para los de la Administra­
ción de Justicia y f..ropio, conforme al ya existente, para los demás.
Ya vimos Que el egislador podía optar por uno u otro sistema y
que, elegido el primero .respecto del squndo, no introducía Din~ún
elemento discriminatorio. Ahora se trata de que se han mantenido
a un tiempo ambos sistemas o criterios de remuneración. Y no se
advierte razón jurídica Que permita la coexistencia de uno y otro,
siempre en la inteli&encia, por los datos presupuestarios Que se
acompañaron en el proceso previo y las hojas anexas Que se
adjuntan a la demanda de amparo, Que el segundo es más
favorecedor (de 10 que no puede caber ninguna duda para compen­
sar provisionalmente la disminución de emolumentos que pueda
suponer).

La desigualdad, I!ucs, es manifiesta, y como la prueba de la
justificación de la diferencia corresponde a quien la defiende y la
de la identidad a quien la alega, no se le alcanza al Fiscal la razón
de la diferencia que introduce el art. 16.

FinaIínente. el Fiscal alega Que la desigualdad tiene dimensión
constitucional, porque lesiona el derecho fundamental de los
reclamantes Que les reconoce el arto 14 e.E. y tiene su origen en el
art. 16 de la Ley 50/1984. Los actos reclamados en su momento
-nóminas de pago- no soo, como apuntara el acuerdo del CGPJ de
12 de julio al resolver en alzada, más que simple ejecución material

. de lo dispuesto en el mismo. El acuerdo que ahora se impugna DO
es más que mera aplicación de la Ley. Por ello. de esumarse el

. amparo, la Sala deberá elevar al Pleno la cuestión de inconstitucio­
nahdad de la Ley aplicada, con arreglo a lo prevenido en el art. 55.2
de la WTC. Por ello, el Ministerio Fiscal entiende que los
demandantes bao sido agraviados en su derecho de igualdad y que
prooede otorgar el amparo solicitado.

11. Don Luis Estrugo Muñol, Procurador de los Tribunales, y
don José Maria DilIa Gutiérrez, don José Martín de la Sierra y
Arcis, don Juan Antonio Jiménez Rodriguez, don Vicente Sancho
Anola y don Manuel Trenzado Ruiz, después de reiterar los hechos
de su demanda, añaden que. existe en el caso un trato jurídico
diferenciado. En un caso ~l de los recurrentes y otros funCIonarios
de la Administración de Justicia (prooedentes de Cuerpos al
servicio de la misma, seria más adecuado decir)- se sigue un
sistema retributivo de remisión. Se reconducen las retribuciones de
los recurrentes a unos detenninados parámetros, por asimilación a
los funcionarios de su Cuerpo de origen que ocupen determinados
destinos, lo que lleva, como ha quedado acreditado, a un descenso
de retribuciones. Por el contrano, en el caso objeto de compara­
ción, el de los demás Facultativos (los que no proceden de Cuerpos
al servicio de la Administración de Justicia) se mantiene la
aplicación del régimen retributivo específico para las plazas de
Facultativos establecido en el Reglamento de ~IlIzación y
Funcionamiento del Consejo Generál del Poder JudiCIal. Se arbitra
un sistema retributivo de remisión -que supone pérdida de
haberes- para unos Facultativos y. para otros Facultativos, se
mantienen los haberes superiores propios del régimen específico
previsto para tales plazas. A los segundos no se les remite a las
retribuciones correspondientes a un destino de los propios del
Cuerpo de que proceden.

Añaden que la diferencia de trato carece de un fundamento
razonable, y que no ignoran que es licito para el legislador organizar
el sistema retributivo de los funcionarios según estime procedente,
y no pretenden tener derecho a Que no se modifique su r4imen
retributivo. Lo que ya no es razonable es que para unos (dentro del
mismo colectivo) se estime que puede susbsistir el régimen
retributivo que contempla laapecificidad de la función, y no así
para otros.

Es doctrina constitucional consolidada, afirman, que el derecho
a la tutela judicial efectiva (art. 24 C.E.) comprende el derecho a la
.efectiva motivación de las resoluciones Que resuelven las pretensio­
nes de los interesados y a que tal motivación sea congruente con
las alepeiones de aquéllos.

En este caso, tales derechos se han vulnerado por la Sentencia
de la Sala Tercera del Tribunal Supremo, que no entra a valorar si

las diferencias de trato son o no razonables o si las situaciones de
base son o no idénticas, desviándose en consideraciones incon·
gruentes con la argumentación de la demanda. En definitiva, los
recurrentes no han obtenido una resolución motivada respecto del
fundamento de sus pretensiones. Se tachaba de inconstitucional el
arto 16 de la Ley 50/1984, por bacerse aplicable sólo a unos de los
Facultativos y no a otros, y este tema no ha sido abordado por la
Sentencia de la Sala. Se ha vulnerado, pues, el derecho de los
recurrentes a una efectiva tutela judicial (art. 24 C.E.).

En cuanto al fondo, alegan que las funciones idénticas, todas de
carácter técnico, que el Reglamento del Personal del Consejo de 6
de mayo de 1981 (<<Boletin Oficial del Estado» de 14 de mayo), en
su art. 11, atribuía a los Facultativos del mismo, cualquiera que
fuera su procedencia u origen, esto es, la de estudio. lnfonne y
propuesta, se compaginan mal con las diferencias retributivas, en
razón a tal origen, quebrando el principio de igualdad del arto 14
de la Constitución Española.

En el supuesto del art. 16 de la Ley 50/1985, se a~va la
desigualdad por cuanto el mismo sólo resu1a las retribuCtones de
los Facultativos de procedencia judicial, dejando fuera a los de otra
procedencia, que vIenen percibiendo las retribuciones que inicial­
mente fueron fijadas para todos ellos en régimen de igualdad,
produciéndose con tal sistema el absurdo resultado que debe ser
nombrado Facultativo del Consejo a un funcionario del antiguo
Cuerpo de la Administración Civil (TAC)_percibirla mayores
retribuciones que los de prooedencia judicial (Magistrados), ya que
a tal clase de funcionarios no les es de aplicación el repetido arto 16,
tachado de inconstitucional en este recurso.

En defmitiva, añaden, se producen dos bloques o sistemas
retributivos,-el de la Ley 17/1980, para unos, los Facultativos de
procedencia judicial, y el de la reglamentación del Consejo,
establecido específicamente por éste en relación con la función
desempeñada en dicho órgano constitucional, aplicable solamente
a los Facultativos de procedencia no judicial; subdividiéndose a su
vez el primer sistema en tantos tiJ?Os de retribuciones como
distintas sean las Carreras o Cuerpos Judiciales a que pertenezcan
aquéllos.

. Finalmente, y después de reiterar otras consideraciones hechas
en su demanda, terminan suplicando que se declare nulo y sin
efecto el acto objeto del recurso por haber quebrantado el der~ho
a la igualdad de trato consagrado en el arto 14 de la C.E., y que se
reconozca a los recurrentes en el disfrute del derecho a la i$ualdad,
mediante el abono de las retribuciones que venían percibiendo el
31 de diciembre de 1984 y señaladas para todos los Facultativos en
el Reglamento de Organización y Funcionamiento del Consejo
General del Poder Judicial de 6 de octubre de 1982, con los
incrementos legales aeñolados en las posteriores Leyes de Pre5u·
puestos Generales del Estado, valorando los trienios por años de
antigüedad se sirvan en dicho car&0 conforme al coeficiente O
Indice multiplicador 4, determinante del sueldo que sus representa­
dos han venido ~biendo en el Consejo.

Y para temunar, suplica acordar en el momento procesal
oportuno, promover y someter al Pleno de este Tribunal. la
cuestión de inconstitucionalidad respecto del art. 16 de la Ley
50/1984, de 30 de diciembre, en el particular relativo a las
retribuciones de los funcionarios destinados como Facultativos en
el Consejo Genera! del Poder Judicial, por violar el principio de
igualdad consagrado en el arto 14 de la Coostitución.

12. Por providencia de 18 de febrero de 1987 se señaló el dia
25 del mismo mes para vOlacióny fallo.

U. FUNDAMENTOS JURIDICOS

l. Los recurrentes -antes llamados Facultativos y hoy compo­
nentes de nivel superior de los órganos técnicos del Consejo
General del Poder Judicial (CGPJ}- consideran que los actos
vulneradores del derecho de igualdad que invocan están constitui­
dos por el Acuerdo de la Comisión Permanente del Consejo
General del Poder Judicial de 12 de abril de 1985 y por el del Pleno
de 12 de junio siguiente, que desestimó el recurso interpuesto
contra el primero, referido a la negativa de rectificación de haberes
liquidados conforme al arto 16 de la Ley 50/1984, de presupuestos;
entendiéndose asimismo impugnada la Sentencia del Tribunal
Supremo, Sala Tercera, de 7 de febrero de 1986, que desestimó el
recurso contencioso-administrativo, interpuesto contra dicho
Acuerdo de la Comisión Permanente, al amparo de la Ley 62/1978,
de 26 de diciembre, estimándose por los recurrentes que dicha
Sentencia constituye el agotamiento de la vía judicial procedente,
a que se refiere el arto 43 de la WTC, con la añadidura de
entenderse impugnada también dicha Sentencia (art. 44 WTC) por
infracción del arto 24 de la C.E.

No hay inconveniente en admitir esta doble vía, que, en
definitiva, viene a constituir! como indica el Fiscal, un recurso de
amparo de los llamados nuxtos, si bien la lectura atenta de la
demanda y del escrito último de alegaciones permite precisar que
la vulneración del art. 14 se reprocba al Acuerdo del Consejo y la
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falta d~ tutela judicial por incon¡ruencia (art. 24) a la Sentencia del
Tribunal Supremo. En cuanto a la impugnación del Acuerdo no
hay. por lo demás, obstáculo a su consideración por la via del arto
43 de la. LOTe. ya que constituye materialmente un acto adminis-.
tfati \"0 del Consejo General del Consejo Judicial, Q.ue admite su
impugnabllidad por vía contenciosa. conforme autonza el art. 143
de la Ley Orgánica 6/1985. de 1 de julio. del Pod.r Judicial.

2.. Los Facultativos al servicio d.l Consejo Gen.ral del Poder
JudicIal constituían un grupo de funciananos con un estatuto
jurídico ~ingular e independiente de la Carrera o Cuerpo de
procedencia, según resulta d.1 titulo II d.l Reglam.nto de P.rsonal
del Consejo General d.1 Pod.r Judicial. d. 6 de mayo d. 1981. sin
más d~ferencias entre ellos que las derivadas de la función concreta
que se les encomiende en el ConseJo. Muestra de tal autonomía y
desvinculación del origen era la situación de supernumerario Que
les correspondia en tanto que Facultativos, la no reserva de plaza
en el Cuerpo o Carrera de prodecencia y la no percepción del sueldo
personal y remuneraciones complementarias que les correspoJ:'1de·
rían en servicio activo (art. 46.2 de la Ley de Funcionarios Civiles
del ESlado de 7 de febrero d. 1964. al que remite el arto 21 de la
Le\' de Funcionarios de la Administración de Justicia de 18 de
má"o de 1966).

En consecuencia con ese régimen, el Acuerdo del Pleno del
CooseJo General del Pod.r Judicial de 22 de julio d. 1981
establerió para todos los Facultativos del Consejo unas mismas
retnbucicnes básicas o sueldo. calculado sobre el indice 4 (categoría
de Magistrado), y unas complementarias por los conceptos de
especial responsabilidad, dedicación absoluta y destino. los dos
primeros iguales para todos y el de destino dependiente del punto
y de la cuantía 9ue cada año sedalase el presupuesto del Consejo.
Importa dejar dIcho que los funcionarios con acceso al cargo de·
facu1tafi ... o podrían pertenecer a las Carreras Judicial, Fiscal. del
Secretariado de la Administración de Justicia, de los Cuerpos
especiales del Ministerio de Justicia, Ma¡istrados de Trabajo,
Jueces de Distrito. Secretarios de Magistratura y d. Juzgados d.
Distrito. y. una vez designados por concurso. pasaban a ocupar
plazas no escalafonadas. con sujeción al régimen establecido por el
Conseío

La-promulgación d. la Ley 30/1984. d. 2 de agosto. d. Medidas
para la Reforma de la Función Pública. viene a modificar la
silual:,:'f!. eJot.puesta. Su arto 29 suprime la situación de supernumera­
rio y la disposici,ón transitoria segunda. apartado 2, estableció que
los funcionarios que se encontrasen en aquella situación -a la
entrada en vigor de la Ley- pasarian a las situaciones de servicio
activo o de servicios especiales, según se determinase reglamenta·
riamente, sin que correspondiera a los Facultativos def Consejo
General del Pod.r Judicial. según el art. 29.2 d. dicha Ley, la
situación de servicios especiales. A su vez. el arto 146.3 de la Ley
Orgánica 6/1985, d. 1 de julio. del Pod.r Judicial. estableció que
los Jueces, Magistrados, Secretarios, etc., que pasaran a prestar
servicio en los órganos técnicos del Consejo General permanecerán
en la situación de servicio activo en su carrera de ongen y estarán
sometidos al Reglamento de Personal del Consejo.

Coherente con esas reformas es el ano 16 de la Ley 50/1984. de
Presupuestos para 1985, ya transcrito en el antecedente segundo,
fijando para los funcionarios de la Administración de Justicia
destinados como Facultativos en el Consejo General del Poder
Judicial las retribuciones básicas y complementarias correspon·
diente~ a las Carreras o Cuerpos y CategOrias a las que pertenezcan.
Este es, en suma., el precepto legal que los recurrentes. que
penenecen al Secretariado judicial, citan como causante de la
vulneración del derecho de igualdad en cuanto provocó el trato
discriminatorio operado por los Acuerdos del Consejo, ratificados
por el Tobuna! Supremo, al diferenciar en menos sus retribuciones,
primero respecto a la de los Jueces y Magistrados y luego, con más
Insistencia en la denuncia de esa discriminación, a la de los
también Facultativos procedentes de la Administración Civil
(Letrado del Minist.rio de Justicia).

3. Antes de entrar en el estudio del contenido principal del
recurso conviene dejar aclarado y resuelto un extremo del mismo
al que los recurrentes parecen dar una intención complementaria,
no decisiva., y que reiteran en su último escrito de alegaciones. Se
refieren así, en efecto, a la presunta violación del arto 24.1 de la
C.E.• reprochada a la Sentencia de la Sala T.rcera del Tribunal
Supremo de 7 de f.brero d. 1986. que decidió .1 recurso conten­
cioso especial (Ley 62/1978), promovido por los recurrentes contra
el Acuerdo d.l Consejo G.n.ral del Pod.r Judicial. también
impugnado. Alegan que dicha resolución incurrió en incongruencia
por no responder, en su fundamentación jurídica, a alguna de las
alegaciones j uridicas vertidas en el proceso.

La objeción no es aceptable. La doctrina de este Tribunal al
respecto de la incongruencia con valoración y repercusión constitu·
cional es clara y definida: Sólo se dará cuando las resoluciones
judiciales alteren de modo decisivo los términos en que se
desarrolle la contienda, sustrayendo a las partes el verdadero debate

contradictorio. propuesto por ellas, con merma de sus posibilidades
y derecho de defensa y produciéndose un fallo. o parte dispositiva
no adecuado o no ajustado sustancialmente a las reciprocas
pretensiones de las partes. Pero si el ajuste es sustancial yse
resuelven, aunque sea genéricamente, las pretensiones, no existirá
inconvuencia, pese a que no haya pronunciamiento respecto de
alegaCIones concretas no sustanciales. Como dice el Fiscal, no cabe
hablar d. denegación d. tut.la judicial si .1 órgano judicial
responde a la pret.nsión principal y resu.lv••1tema planteado. y
en ese sentido la Sentencia dellS Impupada así 10 hace, aunque
no examine todos los puntos de comparación relativos a la
desigualdad d.nunciada por los recurr.ntes, por otra parte tampoco
bien o con precisión invocados.

4. Lo expuesto hasta ahora nos lleva a sentar que la cuestión
esencial planteada r.side .n la presunta vuln.ración d.l ano 14 d.
la C.E. por el Acuerdo d. la Comisión P.rmanent. d.l CGPJ que
se impugna y. en definitiva. por .1 art. 16 de la Ley 50/1984. del
que tal Acuerdo constituye directa aplicación, al producirse una
situación discriminatoria entre los Facultativos del CGPJ.

Pero, antes de resolverla, conviene dejar constancia de la
variante en la argumentación del recurso que se advierte en el
último escrito de alegaciones respecto de la demanda. En esta se
partia de la discriminación personal causada a los Secretarios de
Justicia que prestaban servicios como Facultativos en el Consejo
frente a la homoget!eidad de la función de todos ellos, abstracción
hecha del Cuerpo, Carrera o Categoria de procedencia, así como de
la «peculiaridad» y «autonomía» de la función en relación con la
situación funCionarial ori~naria de cada Facultativo, como mas-­
traba la de supemumer;mo en que quedaban en sus Carreras o
Cuerpo de origen. Esto exigía la aplicación del principio igualatorio
«a igualdad de titulación, igualdad de retribuciones básicas» y el de
.. igualdad de puesto de trabajo. igualdad d. retribuciones compl.­
m.ntaria.... que los recurrentes deducían d. la Ley 30/1984. de
Medidas para la Reforma de la Función Pública. así como d.l arto
24.2 de la propia Ley 50/1984. según .1 cual «en los casos d.
adscripción de un funcionario sujeto a un régimen retributivo
distinto d.l co......pondi.nt. al puesto d. trahajo al qUé se adscribe.
aquél percibirá las retribuciones básicas y las complementarias
correspondientes al puesto de trabajo que desempeñe». Y como el
art. 214 del entonces vigente Reglamento de Organización y
Funcionami.nto d.l CGPJ. de 6 d. octubre d. 1982. atribuye a los
Facultativos, en su conjunto, un mismo bloque de funciones, el
resultado debia ser asignarles unas mismas retribuciones, como así
dispuso· el Acu.rdo d.l Pleno d.1 Consejo d. 22 d. julio d. 1981.
Y no el resultante, por discriminatorio, de la aplicaCión del art. 16
de la Ley 50/1984 por el Acu.rdo del Consejo d. 12 d. abril d.
1985, que vincula las retribuciones a las previstas en los Cuerpos
y Carreras de orig.n.

En el último escrito de alegaciones, sin embargo. aun reiterando
genéricamente la demanda, inciden 't concentran más su impugna­
ción con referencia no tanto a la diferenciación normativa como
Secretarios de Justicia respecto de Jueces y Magistrados, como a la
discriminación operada entre los funcionarios de la Administración
de Justicia -Mafistrados, Jueces, Secretarios, .tc.- y los d.más
Facultativos origmarios de los Cuerpos de la Administración Civil
del Estado (.n concr.to Letrados del Ministerio d. Justicia). ya que
respecto de éstos no se modifica el sistema retributivo establecido
por.l Acu.rdo d.l Pleno d.l CGPJ de 22 d.julio d. 1981 y no se
refiere su retribución a la del Cuerpo de origen. Y así. en su citado
escrito de alegaciones, matizan los recurrentes diciendo que 4<no
ignoran que es licito para el legislador organizar el sistema
retributivo de los funcionarios según estime conveniente, y no
pretenden tener derecho a que- no se modifiquen su régImen
retributivo», así como no vuelven a insistir en los principios antes
citados d. a «igual titulación. igual retribuciÓn» y a «igualdad d.
puestos, igualdad de retribuciones complementanas», ni tampoco
cuestionan los critcrios retributivos de la Ley 30/1984 (Función
Pública). amén d. abandonar los lUgUmentos que calificaban el ano
16 d. la Ley 50/1984 como causante d. una discriminación ad
personam contra los Secretarios judiciales.

Esta notación de la variante argumental no debe impedir. sin
embargo, el estudio adecuado del recurso en su totalidad, tanto
porque no existe una expresa renuncia parcial a su motivación,
como porque ello lo impediría el carácter específico de este recurso,
no estrictamente concreto por su referencia final a la constituciona­
lidad del precepto legal involucrado en su solución.

Esta característica, asimismo, aconseja hacer ciertas considera­
ciones generales sobre el principio y el derecho de igualdad.

5. a) Es doctrina consolidada de .ste Tribunal que el princi­
pio d. igualdad (.n .1 caso presente igualdad en la Ley) vincula
también al legislador. por estar comprendido éste en la dicción
constitucional del arto 53.1 d. la C.E.) al decir que «1os derechos y
libertades reconocidos... vinculan a todos los poderes públicos»,
d.rechos .n los que se incluy••1 de la igualdad consagrado en .1
art. 14. hasta tal punto protegido qu~ la LOTC••n su ano 55.2.
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permite declarar la inconstitucionalidad de aquella Ley que lesione
derechos fundamentales o libertades públicas todo ello a través de
un recurso de amparo en que así se estime y tras elevar la cuestión
a! Pleno del Tribuna!. De abí que, como se dijo en la Sentencia
41/1981, de 18 de diciembre, pueda «admitirse una pretensión
directa de inconstitucionalidad sostenida por los particulares,
aunque limitada a las leyes que lesionen o coarten los derechos y
libertades reconocidos en los an~ 14 a 30 de la c.E. y a los GlSOS
en que el recurrente haya experimentado una 1elIión concreta y
actual en sus derechos, siempre que sean inescindibles el amparo
constitucional y la inconstitucionalidad».

b) La observancia y el acatamiento al principio y a su
concreción como derecho de igualdad DO impide, sin embargo. que
el l~slador pueda valorar situaciones y regularlas distintamente
medIante trato desigual, pero siempre que ello obedezca a una
causa justificada y razonable, esenciallnente apreciada desde la
perspectiva del hecho o situación de las personas afec~ pues,
como se dijo en Sentencia 1/1984, de 16 de enero, el pnncipio
constitucional de isnaldad «DO queda lesionado si se da un
tratamiento diferente a situaciones ",ue también lo son». SetA, pues,
la semejanza o la diferencia de las 5ltuaciones o supuestos de hecho
10 que postule un trato igual o desi¡ua1, respectivamente, y será a
esas situaciones a las que hay que aplicar -preferentemen~ el
criterio o los criterios de razonabilidad en la distinción y justifica·
ción. Es claro que la diferenciación puede venir determinada por la
propia situación de hecho o J?Or la jurídica o porque el 1e¡isládor,
nonnativamente. de modo Justificado y razonable anude, a la
situación diferenciada, distinto trato, porque la i¡ualdad no es una
realidad ni un concepto matemático, abstracto, sino tratamiento
desigual de lo desi¡ual o igual de lo parecido o semejante.

c) Para determinar si se da un trato diferente, discriminatorio,
a situaciones que no lo son, desde la perspectiva, pues, del ano 14
de la C.E., será necesario también precisar si las situaciones
subjetivas son efectivamente comparables o cotejables (STC
76/1986, de 9 de junio, y 148/1986, de 25 de noviembre), es decir,
que el término de comparaciQD DO resulte arbitrario o caprichoso,
porque, como se dice en la Sentencia últimamente citada, lo que se
!"C'\uiere para haoer posible un juicio de isualdad ea que el
le81slador haya atribuiao las consecuencias juridicas que se dicen
diversificadoras a grupos o catesorias personales creadas por él
mismo, porque es entonces, si la norma diversifica lo bomoaéneo.
cuando puede decirse que su acción selectiva resulta susceptlole -de
control constitucional para fiscalizar si la introducción de «factores
diferenciales» -STC 42/1986, de lO de ahriJ- o de «elementos de
diferenciación» -STC 162/1985, de 29 de noviembre- resulta o no
debidamente fundamentada en razón del fin perseguido por la
norma ~ del criterio utilizado por el legislador para introducir
diferenCias en el seno del grupo sometido a un régimen jurídico
común -Sentencias 22/1981, de 2 de julio, 24/1981, de 10 de
noviembre; 75/1983, de 2 de agosto, y 148/1986, de 25 de
noviembre.

Al abrigo, pues, de estas consideraciones procederá examinar la
cuestión planteada. -

6. Por lo que se refiere a la discriminación de los recurrentes
como Secretanos de Justicia en relación con el resto de los
Facultativos, y en concreto relativamente a la retribución distinta
derivada de la Carrera y sueldos de origen, cabe adelantar que la
solución ha de ser negativa. .

Al respecto dice el Letrado del Estado, para oponerse a! recurso,
que las funciones asignadas a los Facultativos del CGPJ DO IOn
homogéneas, sino de acuerdo con sus especialidades técnicas de
origen, así como que su selección se basa en su condición
profesional previa (carreras distintas) y no en la licenciatura en
Derecho. Pero no es exactamente así, porque, como se ha visto, el
ano 214 del Reglamento del Consejo atribuye a todos los Facultati­
vos la misma función, sin distinciones, ni aun en la titulación, aquí
no relevante.

Estriba la dificultad, y por eso las razones para el recbazo son
otras, en que ni siquiera la Ley 30/1984 sobre la Función Pública
ha establecido un sIstema general e ígualatorio respecto de todos los
funCionarios que desempeñen la misma función, puesto que dicha
Ley no es directamente aplicable a los pertenecientes a la Adminis­
tración de Justicia, cuyas retribuciones se basan en el sistema de
Cuerpos, Carreras y Categorías (Leyes 17/1980, de 24 de abril;
31/1981, de lO de julio, y 45/1983, de 29 de diciembre) a las que
se remite el articulo 16 de la Ley 5011984, indirectamente impug­
nado, cuando refiere la retribución de los Facultativos procedentes
de la Administración de Justicia -y sólo a ellos- a la de su Carrera
de oriJen.

EXIste, pues, una diferenciaci6n,t pues si en principio los
Facultativos formaban un grupo de IUncionarios con un estatuto
jurldico singular e independIente de la Carrera o Cuerpo de
procedencia -y de ahí su IÍtuación en ella de supemumerios- ese
criterio se modificó luego, no sólo por el arto 146.3 de la LOPJ, de
1 de julio de 1985, sino antes, en virtud del ano 29 de la Ley

30/1984. que suprimió la situación de supernumerario, sin incluir
• los Facultativos en la situación de servicios especiales; anículo
aquél, el 29, aplicable directamente a los funcionarios judiciales,
pues al mismo hay que entender hoy referido el reenvío que el ano
21 de la Ley 11/1966, de 18 de marzo, hacia al correspondiente
precepto, ya derogado, de la Ley aniculada de Funcionarios
Públicos. Por tanto, a partir de esa Ley 30/1984, dichos funciona­
rios se encontraban legalmente en servicio activo en sus Cuerpos,
Carreras y Categorias, con destino en el Consejo General, y por ello
se justifica y aparece como razonable el que la Ley 50/1984
establezca para aquellos el sistema retributivo propIO de sus
Cuerpos, Carreras y Categorías de origen con las especificaciones
correspondientes al destino.

No cabe poner en duda, en efecto, esa razonabilidad, que tanto
el Fiscal como el Letrado del Estado admiten y de la que los
mismos recurrentes se hacen eco al decir, como antes se ha
transcrito, que no i¡noran la licitud del acto legislativo para
establecer el sistema retributivo de los funcionarios. Así es desde la
perspectiva del art. 14 de la C.E., y asilo ha declarado este Tribunal
de modo reiterado a! decir que la simple constatación de la
diferencia retn"butiva entre dos Cuerpos de funcionarios no puede
servir de fundamento suficiente para un recurso de amparo, ya que
el legislador puede tomar en cuenta para asignar uno u otro
coeficiente no sólo la titulación exigida o la heterogeneidad de
funciones, sino otros elementos como la responsabilidad, la intensi­
dad de dedicación, la preparación, etc. (Autos de 10 de noviembre
de 1984, R. A. 357/1984; 10 de julio de 1985, R. A. 312/1985, Y
SentencIas 99/1984, de 5 de noviembre, y 711984, de 23 de
noviembre).

No vulnera, consecuentemente, el arto 14 C.E. esa modificación
del sistema retributivo de los Facultativos a! vincularlo a! de los
Cuerpos de origen, pues no hace oua cosa que restablecer para los
funcionarios de la Administración de Justicia destinados en el
OOPJ su régimen peculiar y de origen, propio de su Carrera o
Cuerpo,. los que si¡uen perteneciendo en servicio activo, ni es
igual, por tanto, la situación de base de los prestatarios de Justicia
destinados como Facultativos que las de otros funcionarios en
servicio activo en el mismo desunn (Magistrados y Jueces), pese a
que las funcionea ..... las mismas. Ciert8mente, desde la perspec­
tiva de la ianaIdad material pudiera ello merecer un~he, pero
no desde la igualdad juridica o consideración 1 razonable,
puesto que ell~orpoede, 1e¡itimamente, estab distincio-
nes según critenos diversos a los de la función. tratando de manera
desigual a los que son desiguales conforme a dichos criterios,
concretamente, aquí, el de la Carrera o Cuerpo de procedencia.

Por otra parte, como observa acertadamente el Ministerio
Fiscal, el cambio de sistema retnbutivo de los Facultativos se
realiza en el ano 16 de la Ley 50/1984, con carácter .eneral, para
todos los funcionarios provenientes de la Administración de
Justicia y no sólo para los Secretarios, pues para todos, por igual,
se instaura un sistema retributivo de remisión a lo que se percibe
en las respectivas carreras de origen. Por eso nOfuede aceptarse la
tesis de la demanda de que el Acuerdo del OOP de 12 de abril de
1985, basado en dicho precepto legal, introduzca una discrimina­
ción tul personam contra los Secretarios de la Administración de
Justicia que son Facultativos del Consejo, aunque su aplicación no
les favorezca. '

La conclusión, por tanto, no puede ser otra que, la de rechazar
el recurso en el aspectO estudiado y según la perspectiva expuesta.

7. A esta penpeetiva añaden los recurrentes una segunda, que
debe ser tambIén examinada.

Se decía en el fundamento cuarto que aquéllos, en su escrito de
alegaciones, incidían más o cargaban el acento impugnatorio -en 10
"ue coinciden con el Ministerio FiscaI- en la desi¡ualdad retribu­
tiva causada por el Acuerdo del Consejo respecto de todos los
Facultativos procedentes de los Cuerpos, Carreras y Cale$orías de
la Administración de Justicia -incluidos los Jueces y Ma81suados­
pero ahora en comparación con aquellos Facultativos que provie­
nen de los Cuerpos de la Administración Civil del Estado, ya que
en cuanto a &105 DO se ha modificado el sistema retributivo
establecido por dicho Acuerdn del CGPJ de 22 de julio de 1981, Y
no se vincula su retribuci6n como Facultativos del Consejo a las
que 1elI corresponden por sus Cuerpos de origen.

Sin emba!Jo, esta última consecuencia no se deriva de la
legislación aplicable, ya que si bien el tan citado art. 16 de la Ley
50/1984 Omtte toda referencia expresa a las retribuciones de los
Facultativos procedentes de la Administración Civil, la situación
.de servicio activo en sus ~s de origen en que éstos se
encuentran también, por aplicación directa del ano 29 de la Ley
30/1984, determina el sistema retributivo que les corresponde, en
conexión con las normas relativas a las retribuciones de sus
Cuerpos respectivo~

<;>tra cosa es que en la práctica se~ aplicando a estos últimos
lo dISpuesto en el Acuerdo de 22 de julio de 1981, de donde resulta
la desigualdad denunciada. Pero, como tantas veces ha repetido
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este Tribunal. el principio de igualdad ante la Ley no impone ni
puede imponer, en detrimento del de leplidad. que no se aplique
a determinadas personas las consecuencIas derivadas de la norma­
tiva vigente porque tal aplicación no se produce, mientras no se
produzca respecto de otras personas en la misma situación. Por ello
la demanda es también desestimable desde esta última perspectiva.

FALLO

En atención a lo expuesto, el Tribunal Constitucional. POR LA
AUTORIDAD OU~ LE CONFIERE LA CONSTlTUCION DE
LA NACION ESPANOLA,

Sala Primera. Recurso de amparo núm. 230/1986.
Sentencia núm. 30/1987, de 11 de marzo.

La Sala Primera del T~bunal Co!'stitucional, compuesta IX;>r
don Francisco Tomás y Vahente, PreSidente; don FranCISco Rub~o
Llorente, don Luis Diez-Picazo y Ponce de León, don AntoOlo
Truyal Serra, don Eugenio .Díaz Eimil y don ~iguel Rodríguez
Piñero y Bravo-Ferrer, MagIstrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 230/1986 promovido por don
José Torvisco Méndez., representado por el Procurador de los
Tribunales don luis Fernando Alvarez Wiese y bajo la dirección
del Abogado don Pedro Feced Manínez, contra la Sentencia del
Tribunal Central de Trabllio de 21 de diciembre de 1985, dictada
en recurso de suplicación contra la Sentencia de la Magistratura de
Trabajo de Badajoz resolutoria de reclamación de pagas eXlraordi­
nanas. y en el que han sido parte el Instituto Nacional de la
Seguridad Social, representado por el Procurador de los Tribunales
don Eduardo Morales Price, y béijo la dirección del Abogado don
Emilio Ruiz-Jarabo Ferrán, y en el Que ha comparecido el
Ministerio Fiscal; siendo Ponente el Magistrado don Francisco
Rubio Llorente, quien expresa el parecer de la Sala.

l. ANTECEDENTES

1. Don Luis Fernando Alvarez Wiese, Procurador de los
Tribunales, en nombre y representación de don José Torvisco
M'éndez, interpuso recurso de amparo, presentado en el Juzgado de
Guardia el día 26 de febrero de 1986. El recurso se diri~e contra la
Sentencia del Tribunal Central de Trabajo de 21 de diciembre de
1985, por entenderse que vulnera el arto 14 de la Constitución
Española con los fundamentos de hecho y de Derecho que a
continuación se relacionan.

a) Don José Torvisco Méndez presentó el 6 de mayo de 1982
escrito de demanda ante la Magistratura de Trabajo, solicitando se
reconociera su derecho a recibir dos p~s extraordinarias anuales
por la pensión de jubilación de que disfrutaba, reconocida en el
régimen especial agrario de la Seguridad Social. El dia 25 de mayo
de 1982 dictó Sentencia la Magistratura de Trabajo de Badajoz. en
la Que, estimando parcialmente la demanda, reconoció el derecho
del actor a percibir las pagas extraordinarias y condenó al Instituto
Nacional de la Seguridad Social (INSS) a que le abone la cantidad
Que fija. Recurrida la Sentencia en suplicación por el INSS (recurso
núm. 1614/1982), la Sala Cuarta del Tribunal Central de Trabajo
dictó la suya en la que, estimando el recurso interpuesto revocó la
resolución de instancia.

b) Entiende el recurrente que la resolución impugnada vulnera
el ano 14 C.E., en su vertiente de igualdad en la aplicación de la
Ley, pues, en fechas aproximadas, se presentaron demandas ante la
M:agistratura de Trabajo de Badajoz por don Luciano Polo Barrena
(proc. 924/1982); don Martin Valle Matador (proc. 1107/1982);
don Jesús Vicente Mediero (proc. Il08/1982); don Antonio Espino
de Minguez (proc. 1109/1982) y don Rogelio Gordillo Repollés
(proc. 1060/1982), dietando la Magistratura Sentencias que conde­
naban al INSS al abono de las pagas extraordinarias Que se le
reclamaban. A su vez, recurridas en suplicación por el INSS
(recurses. respectivamente, 1611/1982; 1617/1982; 1624/1982;
1618/1982. y 165/1982), la misma Sala Cuarta del Tribunal Central
de Trabajo dictó en todos los casos Autos de inadmisión, cuyo fallo
era que debía declarar y declaraba «improcedente, por razón de la
cuamía litigiosa, el recurso de suplicación, interpuesto por el
Instituto Nacional de la Seguridad Social contra Sentencia dictada
por la Magistratura de Trabajo de Badajoz, de fecha (... ), a virtud
de demanda deducida por don (... ), sobre jubilación y, en canse..

Ha decidido:

Desestimar el recurso de amparo promovido por don José
Maria Dilla Gutiérrez, doo José Martín de la Sierra y Arci.. don
Juan Antonio Jiménez Rodríguez. don Vicente Sancho Artola y
don Maouel Trenzado Ruiz.

Publíquese esta Sentencia en el tdloletín Oficial del Estad"",.

Dada en Madrid a seis de marzo de mil novecientos ochenta y
siete.-Gloria Begué Cantón.-Angel Latorre Segura.-Carlos de la
Vega Benayas.-JesÚs Leguina Villa-Luis López Guerra.-Firmados
y rubricados.

cuencia firme la resolución recurrida». Así, se evidencia que la Sala
Cuarta ha dado diferente tratamiento a supuestos de hecho
sustancialmente iguales sin proporcionar adecuada justificación.
Con ello ha contravenido la reiterada doctrina de este Tribunal,
Que considera que el principio de igualdad en la apli<:aci~nde la ley
impone que un mismo órgano no modifique arbnranamente ~I
sentido de sus decisiones en casos sustancialmente iguales 510
justificación suficiente. En el caso, incluso la misma Sala del
Tribunal Central de Trabajo ha denegado la admisión de recursos
en la misma materia y por cuantías similares (las cantidades
oscilaban en todos los casos entre 130.880 pesetas y 138.880
pesetas), en estas actuaciones, en tanto que sí admitió el formulado
frente al recurrente, con los consiguientes resultados desfavorables
a su pretensión.

Por todo lo anterior, solicita de este Tribunal que diete
Sentencia en la Que se declare la nulidad de la Sentencia de la Sala
Cuarta del Tribunal Central de Trabajo de 21 de diciembre de
1985, dictada en recurso 164/1982, a fin de que la Sala dicte Auto
declarando la inadmisión del recurso por razón de la cuantía o
bien, aun dictando Sentencia, razone adecuadamente los motivos
por los Que se ha admitido el recurso interpuesto. _Se solicita,
mediante otrosí, se requiera de la Sala Cuarta del Tribunal Central
la remisión de las actuaciones correspondientes a los recursos 165,
1.624.1.617,1.611,168 Y 164, de 1982, requiriéndose también de
la Magistratura de Trabajo la remisión de las actuaciones corres.
pondientes a los procedimientos 1.060, 1.108, 1.107, 924, 1.109 Y
1.040. de 1982.

2. Por providencia del dia 30 de abril la Sección Primera
acordó admitir a trámite la demanda de amparo y, en aplicación de
lo dispuesto en el arto 51 de la LOTC, interesar del Tribunal Central
de Trabajo la remisión de las actuaciones y el emplazamiento a
quienes hubiesen sido parte en la vía judicial para Que pudiesen
comparecer en plazo de diez días, si lo desearen, para sostener sus
derechos.

3. Por providencia de fecha 2S de junio acordó la Sección
Segunda acusar recibo al Tribunal Central de las actuaciones
remitidas y tener por comparecido en el presente recurso al Instituo
Nacional de la Seguridad Social y en su nombre y representación
al Procurador don Alfonso Morales Vilanova. Se acordó, asimismo,
dar vista de las actuaciones a las partes comparecidas y al
Ministerio Fiscal para Que pudiesen presentar las alegaciones que
estimaren oportunas.

4. En sus alegaciones, la representación del Instituto Nacional
de la Seguridad Social observó que lo planteado por el recurrente
en su demanda afectaba a «cuestiones formales», ya que sobre el
fondo se pronunció con anterioridad este Tribunal en la Sentencia
de 15 de diciembre de 1983 resolviendo un proceso Que mostraba
analogias con la situación juridica del demandante actual. El hoy
recurrente, en efecto, aduce que se ha producido un tratamiento
discriminatorio en la Sentencia del Tribunal Central de Trabajo de
21 de diciembre de 1985 respecto de los Autos que se citan en el
escrito de interposición del recurso. Para resolver esta Queja no sólo
sería necesario determinar si hubo una identidad, de hecho y de
Derecho, entre las situaciones que así quieren compararse, sino
apreciar, también, cuando se produjo el cambio de criterio por el
Tribunal Central. Se subraya, en este sentido, que fue con posterio­
ridad a la adopción de la Sentencia que hoy se impugna cuando se
dictaron los Autos que se quieren tomar como referencia, Autos
que, siendo los Que modifican un criterio anterior, son los que
debieran incorporar una motivación especial del cambio que
introducen en la aplicación de la ley, de conformidad con la
doctrina constitucional. Ello acarrearía la nulidad de los Autos de
que se trata, como infractores del principio de igualdad en la
aplicación de la ley.

Sin perjuicio, por lo demás, de que el recurrente se ciñe' a
argumentaciones de mera legalidad -y, en cuanto tales, ajenas al
ámbito de este recurso-. es de destacar que el recurso de suplica­
ción en su día interpuesto fue correctamente admitido, de coformi·
dad con el arto 153.1 de la Ley de Procedimiento Laboral, pues


